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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de la respectiva sala.
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Tema a tratar:   
Contrato de trabajo con condominios. La falta del reconocimiento de personería jurídica. Así se acredite mediante formatos preimpresos, que el contrato de trabajo se celebró con una unidad o conjunto de casas, que no alcanzó el reconocimiento de personería jurídica, ello no entraña que ese defecto de orden administrativo de al traste con la aspiración del (a) actor (a) de que se reconozca la existencia del contrato de trabajo. Documento, apreciación probatoria. La autenticidad deriva de la certeza o convicción que excluye toda duda, en torno de la persona a quien se atribuye el haberlo manuscrito, firmado o elaborado. De manera que la certidumbre sobre el origen y la autoría del documento define la autenticidad. Al contrario, la pérdida o la inexistencia de esta certeza hace inauténtico el documento (José Fernando Ramírez Gómez, La prueba documental, teoría general, quinta edición). Titulo por deuda de aportes pensionales, legitimación del trabajador (a). La fuente de esta obligación emana, por tanto, de la calidad de empleadora, como deudora de los aportes, con arreglo a las voces de la ley 100 de 1993, arts. 22, 23, legitimación que le asiste aún la trabajadora para demandar a su empleadora por el pago de los aportes que haya omitido o esté en mora de realizar (sentencia CSJ, SL 8715 de julio 2/14).

AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, hoy veinticuatro (24) de noviembre de dos mil dieciséis (2016), siendo las siete y treinta minutos de la mañana (7:30 a.m.), el Magistrado y las Magistradas de la Sala de Decisión Laboral No. 03 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, declaran formalmente abierto el acto, para desatar los recursos de apelación interpuestos por la parte demandante y la codemandada Renovamotor PH y el grado de jurisdiccional de consulta contra la sentencia, emitida por la Jueza Cuarta Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda, el día 29 de julio de 2015, dentro del proceso ordinario promovido por Oliva Valencia de Pulecio contra Renovamotor Propiedad Horizontal y la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones.
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

I- INTRODUCCIÓN

Antes de que procedan los asistentes a descorrer el traslado en esta instancia, se anticipan los pormenores de este litigio así: Las pretensiones de la demandante Oliva Valencia de Pulecio, se enlistan a que se declare de manera principal contra Renovarmotor Propiedad Horizontal: (i) la existencia del contrato laboral celebrado entre las partes, del 2 de mayo de 1986 a la fecha, (ii) 1063 semanas dejadas de sufragar la sistema pensional por parte de la demanda, entre el 2 de mayo de 1986 al 30 de noviembre de 2006, (iii) los aportes a pensión que hicieren falta a la demandante, en el régimen de prima media para cubrir la densidad de semanas para obtener la pensión de vejez. 
Y en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, el reconocimiento de la demandante en su calidad de beneficiaria del régimen de transición del Decreto 758 de 1990, por el cumplimiento de la edad, el 15 de abril de 1991 y 554.94 semanas, más las dejadas de sufragar por su empleadora del 2 de mayo de 1986 al citado 15 de abril de 1991. Por ello, recalca las siguientes condenas: (i) La confección, en contra de la empleadora, del título pensional, representativo de aportes del 2 de mayo de 1986 al 15 de abril de 1991, (ii) el reconocimiento en contra de la Administradora de Pensiones, Colpensiones, de la pensión de vejez, a partir del 15 de abril de 1991, (iii) En caso de que no se disponga aquella condena desde la fecha implorada, pide en su lugar, que la condena recaiga sobre la empleadora hasta cuando se condene a Colpensiones, e (iv) intereses contra la Administradora de Pensiones, desde el 15 de abril de 1991 o la indexación de las condenas.  
Finalmente, como declaraciones y condenas subsidiarias, pide en contra de Renovamotor Propiedad Horizontal: (i) pagar a Colpensiones el título pensional, por el período 2 de mayo de 1986 al 30 de noviembre de 2006; (ii) De no cancelar dicho título, se condene a reconocer y a pagar a la demandante, la pensión de vejez, a partir del 1 de enero de 2005, por haber cumplido 20 años de servicios, con sus respectivos intereses y la indexación.
En este nivel, pide en contra de la Administradora de Pensiones, el reconocimiento de la prestación anterior, igualmente, a partir del 1 de enero de 2005.
Las preinsertas súplicas descansan, en los hechos relativos a su prestación de servicios en la ejecución de la limpieza en el interior del edificio, del 2 de mayo de 1986 hasta el presente, en el horario de 8 a.m, a 12 m., o de 9 a.m. a 1 p.m., devengando la mitad del salario mínimo legal, que los aportes a pensión solo se efectuaron a partir del 1 de diciembre de 2006, dejando de sufragar 1.063 semanas; que la Administradora Colombiana de Pensiones, le reconoció la pensión de vejez a partir de 19 de mayo de 2013, e ingresada en nómina en el mes siguiente y cancelada en julio de ese mismo año, gracias al régimen de transición, por lo que se le aplicó el Acuerdo 049 de 1990, sin que se la haya cancelado dicha prestación.
La propiedad Horizontal accionada se opuso a las pretensiones. A los hechos replicó que reconoce la relación desde el 1 de diciembre de 2006, y no desde el 2 de mayo de 1986, como se asevera en la demanda, que el tiempo cotizada como independiente, entre 1991 y 1996, indica que laboró por su propia cuenta y no a órdenes de Renovamotor PH. Propuso las excepciones de falta de legitimación por pasiva, inexistencia de la obligación, pago y buena fe (fls. 40 y ss. 58).
La Administradora de Pensiones, no dio respuesta (fl. 55).

II. SENTENCIA DEL JUZGADO

El Juzgado de conocimiento tras la declaración de la existencia del contrato de trabajo deprecado en este asunto, a partir del 4 de marzo de 1991, hasta la fecha, condenó: (i) a la propiedad horizontal demandada, y a favor de Oliva Valencia de Pulecio, a cancelar el título o cálculo actuarial a elaborar, en el término de un mes, por parte de la Administradora de Pensiones Colpensiones, equivalente a 3.711 días o 530.14 semanas, causadas desde el 1 de septiembre de 1996 hasta 21 de diciembre de 2006, pagadero dicho título dentro de los 15 días siguientes, a su elaboración; (ii) a la Administradora de Pensiones, reconocer en pro de Oliva Valencia de P., la pensión de vejez, e incluirla en nómina dentro de los quince (15) días siguientes, por un monto igual al salario mínimo y 14 mesadas anuales, cuyo disfrute con la cancelación de las mesadas, será a partir de la fecha de la desafiliación del sistema. Negó las demás súplicas, no declaró probadas las excepciones, y condenó en costas a la empleadora en un 80%.

En su exposición relacionó varios problemas jurídicos a despejar, el primero, atinente al hito temporal inicial de la relación de trabajo, toda vez que en torno a la comprobación del contrato de trabajo, los extremos contendientes no ofrecieron reparo, en tal sentido descartó como mojón inicial, el sugerido en la demanda, 2 de mayo de 1986, misma que figura en el ejemplar adosado en el plenario a folio 20, puesto que la firmante como testiga del acto, incurrió en su versión incorporada de oficio, en grave contradicción, al sostener que ambas habían suscrito dicho documento,  ese día, mes y año, cuando en varias ocasiones de manera reiterada había dado a entender la deponente, que para esa época se había retirado del trabajo, en años previos, ausentándose de la cuidad por espacio de dos o tres años, regresando en 1987, luego se ponía en entredicho el documento, por cuanto la declarante Toribia Ariza no pudo haberlo firmado en esa calenda, acogió en cambio, como mojón inicial, el 4 de marzo de 1991, con apoyo en las otras versiones vertidas por los declarantes, José Duván Londoño y Jairo García, a quienes le otorgó mayor credibilidad, en el punto, que a los dichos de Toribia Ariza y Yormen Rivera. 
Igualmente otorgó mérito al reporte de aportes a la seguridad social, de la cual dedujo la no afiliación a la misma por el espacio que mandó a formar el título pensional equivalente a la deuda de aportes a cargo de la empleadora. Aseveró, también que para 2004, la actora reunía la densidad de cotizaciones, 1054 semanas sufragadas al sistema, suficientes para hacerse acreedora de la gracia pensional, más cuando el 15 de abril de 1991 había cumplido 55 años de edad, todo al tenor de lo dispuesto en el artículo 12 del acuerdo 049 de 1990, gracias al puente que le tendió el régimen de transacción, del precepto 36 de la ley 100, en orden a que ese compendio normativo anterior al citado estatuto de 1993 gobernara su prestación.
Contra el mentado proveído, la parte demandante interpuso la alzada, atacando varios frentes, el primero, puesto que no se conformó con la definición del hito inicial, habida consideración que este ha debido concretarse en el 2 de mayo de 1986, tal cual se refirió en la demanda, pues, a él se contrae el documento visible a folio 20, así como las versiones de quienes declararon en este asunto. En segunda medida, se mostró contraria a que se condicionara el reconocimiento de la pensión de vejez, a la elaboración actuarial de aportes adeudados a la seguridad social, puesto que con ello se menoscabaría los derechas a la trabajadora, y finalmente, a la falta de condena por intereses, toda vez que se irrogaron perjuicios a aquella, pues, apenas recibe la mitad del salario mínimo.
El edificio demandado, a través de su representante, expresó en su alzada el descontento tanto frente a la  declaratoria del contrato de trabajo, como frente a las otras condenas, por cuanto si bien la testiga toribia Ariza lo reconoció, fue firmado mucho tiempo después, de lo cual dedujo la mala fe de la actora; aduce que el contrato de trabajo tampoco empezó en 1991, habida cuenta de que no se sabe quién la contrató y en qué condiciones, por lo que hasta el 2006 es incierto, ya que en 1986 no había persona autorizada para firmar el contrato, pues, el edificio entró a funcionar en 1987; aunque sostiene que fue de medio tiempo, entonces, concluye que la relación partió de 2006, cuando empezaron las cotizaciones. Se opuso al pago del título pensional, por cuanto no había lugar a la pensión sanción; que para la elaboración del título pensional, se deja de considerar que la demandante ha laborado medio tiempo, o sea que no es merecedora sino a la mitad de la pensión.
Consideraciones
Dentro de la amplia gama de pretensiones enlistadas por su promotora, se destaca en su carácter, principal, el reconocimiento de la pensión de vejez a cargo de la Administradora Colombiana de Pensiones, a partir del 15 de abril de 1991 y sino fuere así, se le cargue, entonces, la misma prestación en contra de la empleadora, mientras la asuma Colpensiones. 

Como suplica subsidiaria, itera la misma condena contra la Administradora de Pensiones, a partir del 1 de enero de 2005, empero, que en caso de que la empleadora no le cancele a dicha entidad el valor del título pensional, se condene a Renovamotor Propiedad Horizontal, a reconocer la prestación económica por vejez, con intereses moratorios del artículo 141 de la ley 100 de 1993.

Alrededor de ambos niveles de pretensiones gravitan en contra de la empleadora, los títulos pensionales representativos de las deudas por aportes, desde el 2 de mayo de 1986, en el primer nivel hasta el 15 de abril de 1991 y en el segundo hasta el 30 de noviembre de 2006.

Conforme al recorrido procesal, la jueza del conocimiento dio por acreditados a favor de la demandante, los requisitos de la pensión de vejez, bajo la égida del acuerdo 049 de 1990, aprobado por el decreto 758 de hogaño, estatuto al que se remitió, gracias al puente que le tendió el régimen de transición del artículo 36 de la ley 100 de 1993, para que la citada prestación, pudiera ser gobernada por aquel compendio normativo en sus puntuales aspectos: edad, cotizaciones o tiempo de servicios sufragados y monto pensional.

Aunque dejó el disfrute pensional para cuando Oliva Valencia, cesara de hacer aportes al sistema general de pensiones.

Con arreglo al mismo análisis, constató que la promotora del litigio, había reunido la edad de 55 años el 15 de abril de 1991 y  que con antelación a la presentación a la demanda había aglutinado 1000 semanas de aportes.

II- Pese a que la demanda no es un modelo digno de imitar, en la forma como se enlistaron las súplicas, no se puede soslayar que la demandante es una persona que al momento de incoarse aquellas, frisaba en los 78 años de edad y, de que aún sin tomarse en cuenta la deuda del empleador por aportes dejados de sufragar al sistema general de pensiones, en la actualidad ha superado con creces 1000 aportes en toda la vida laboral, acorde con el reporte de cotizaciones con corte al 27 de febrero de 2015, el cual registra 1.025,43 (ver folio 172).

Circunstancia que será suficiente para avalar la decisión de la a-quo, al imponer la condena al reconocimiento de la prestación a cargo de Colpensiones, contado su disfrute a partir de la desafiliación al sistema pensional, por expreso mandato de los artículos 13 y 35 del Acuerdo 049, aprobado por el decreto 758 de 1990, extensivos a la ley 100 de 1993, por las previsiones del inciso 2 de su artículo 31.

III- Ahora bien, se ha pregonado que con los elementos arrojados en dicho reporte, sería suficiente el otorgamiento de la gracia pensional, por cuanto aún bajo la égida de la Ley 100 de 1993, Oliva Valencia sería titular de la prestación, puesto que a ella no le sería de recibo la gradualidad de aportes, diseñada por la Ley 797 de 2003, a partir del 1 de enero de 2005, en vista de que el 15 de abril de 1991 frisaba ya en los 55 años de edad, por lo que a la entrada a regir la Ley 100, solo le restaba por completar la densidad de cotizaciones necesarias para reunir el otro requisito, (1000) lo que en efecto cumplió a cabalidad, conforme al documento visible a folio 172, sin importar la fecha en qué las reuniera.

Sin embargo, Oliva Valencia, es beneficiaria del régimen de transición, sin que la afecte el Acto Legislativo 01 de 2005, puesto que como más adelante se expondrá, ella reunió más de 1.000 semanas de aportes antes del 31 de julio de 2010. 
IV- Naturalmente, que para ajustarse su gracia pensional a los lineamientos del Acuerdo 049 de 1990, la demandante no aplica las 500 semanas que antecedieron al cumplimiento de la edad, en la medida de que entre 1971 y 1991, Oliva Valencia registra tiempos sufragados solo después de 1977 y no totalmente continuos. De allí que aplica en la modalidad de 1000 aportes en todo el tiempo laborado, como lo dispuso la primera instancia.

Ahora bien, para el entendimiento del recurso de alzada de la actora, es menester, precisar, que la deuda a cargo de la empleadora no condiciona el reconocimiento de la pensión, puesto que así no lo determinó expresamente el juzgado de conocimiento, máxime si con los aportes efectivamente recibidos por la Administradora de Pensiones, se satisfacen los requisitos mínimos de la prestación deprecada, concretado por la a-quo, en un valor equivalente al salario mínimo, guarismo que no sufrirá alteración con el título pensional, en la medida en que la base de su liquidación tampoco podrá superar tal tope del salario mínimo, así la tasa de reemplazo arribe al 90 por ciento.
V- Se itera sí, que, la exigibilidad, más no la causación de la prestación se halla supeditada a la manifestación del retiro o desafiliación del sistema pensional, hecho que no se ha dado a conocer a la Administradora de Pensiones, como quiera que no milita prueba sobre ello (arts. 13 y 35 Acuerdo 049 de 1990) circunstancia que afecta necesariamente la generación del retroactivo, puesto que este pende del disfrute o goce pensional, y por ende, también afecta la generación de intereses, más cuando el día en que se hizo la reclamación directamente a la Administradora Pensional, aún no se había causado el derecho, conforme al reporte de semanas sufragadas.

Es oportuno, pregonar también, que en la pretensión subsidiaria, con la que se acogieran las súplicas de la actora, tales intereses solo se reclamaron a la empleadora, no obstante, no resulta proporcional y justo que una persona que frisa los 80 años de edad, no tuviere a su alcance tal mecanismo como paliativo al menos, en caso de que desafiliada del sistema, no se le incorporare en nómina en el término previsto por la a-quo, esto es, dentro de los 15 días, que habrán de contarse a partir de dicha desafiliación, en tal sentido, se modificará la sentencia impugnada, en orden a imponer los intereses moratorios de artículo 141 de la Ley 100 de 1993, en ese preciso evento.

Los demás términos a saber, el otorgado a Colpensiones, para elaborar el título pensional (30 días), y el otorgado a la empleadora (15 días) para cancelar se mantendrán incólumes, ello independientemente, de que su valor no tendría incidencia en la fijación de la primera mesada pensional, huélguese a decir, por equivaler está a un salario mínimo legal, más cuando la laborante devengaba como salario su 50%, por trabajo de medio tiempo. 
La fuente de esa obligación emana, por tanto, de su calidad de empleadora con arreglo a las voces de la ley 100 de 1993, arts. 22, 23, entre otros, legitimación que le asiste aún a la trabajadora para demandar a su empleadora por el pago de los aportes que haya omitido o esté en mora de realizar (sentencia CSJ, SL 8715 de julio 2/14).

VI- En lo que atañe al recurso de la demandada, y en lo que resta por resolver de la alzada de la actora, esto es, que se modifique el extremo cronológico inicial, al 2 de mayo de 1986, tal cual se imploró en la demanda, se estudiarán conjuntamente, habida cuenta de que su oponente, demostró su inconformidad frente al señalado por la a-quo, 4 de marzo de 1991, puesto que empezó en 2006, cuando empezaron las cotizaciones. Se opuso al título judicial, por cuanto en su sentir no hay lugar al pago de la pensión sanción, o  que se modifique la base del título, habida consideración de que la demandante laboró medio tiempo.

VI.1. En cuanto al extremo cronológico inicial del vínculo laboral, éste tiene que ver con la veracidad del documento visible a folio 20, el cual aparece firmado por el representante de la demandada y la trabajadora, aunada a otra firma sentada por  Toribia Ariza, en su carácter de testiga. Se parte de estimar, entonces, que la demandada, tachó de falso el documento al dar respuesta al primer hecho del libelo y explicar el motivo de la tacha al oponerse a las pretensiones, en el sentido de que la supuesta representante nunca fue nombrada por nadie, y que como se observa de la certificación de la dirección operativa de control físico de la secretaría de gobierno del municipio de Pereira, “que con resolución del 24 de febrero de 1987, se efectuó el registro de la persona jurídica sin ánimo de lucro denominada “RENOVAMOTOR- PROPIEDAD HORIZONTAL”,  es decir desde esa fecha la demandada tiene obligaciones y no antes de esa fecha.

Además el supuesto sello colocado encima de la persona que firmó el aludido contrato, es un sello incompleto que le falta el primer y último número (8 y- 1)”.
Concluye que desconoce el documento aportado en fotocopia simple “y para que el despacho le de valor probatorio, deberá ser ratificado por la tercero que lo expidió, pues, además es una fotocopia simple” (fls. 40, 42 y 43).
Claro resulta a voces del parágrafo del artículo 54 A del C.P.L. y S.S., que salvo que se pretenda hacer valer como título ejecutivo, que no el caso, “los documentos o sus reproducciones simples presentados por las partes con fines probatorios se reputarán auténticos, sin necesidad de autenticación ni presentación personal”. No prescribe la norma que sea esencial a tal autenticidad la firma de un tercero como testigo del acto.
De tal suerte que, en primer lugar, ha de definirse que quienes suscribieron el documento, fueron las partes del contrato de trabajo, esto es, el representante de la empleadora y la propia trabajadora, y no un tercero, quien apenas sirvió de testigo, y por eso marcó su impronta, en segundo lugar, en cuanto a que la supuesta representante nunca fue nombrada por nadie, es una expresión vaga y sin sentido, por cuanto ninguna evidencia se trajo al plenario, de que quien firmara el documento, como representante del condominio, lo hiciera desprovista de nombramiento alguno, es más no se alude en la tacha, el nombre de la persona que efectivamente era su representante, contraria a la identidad de la persona que supuestamente estampó la firma, aquí la carga de la prueba se traslada a quien alega que el firmante no estaba autorizado para suscribir el instrumento, o que no era su representante, en tercer lugar, el hecho de que el sello colocado encima de la firma, esté incompleto, no afecta la firma misma, la cual es el signo que le confiere la autenticidad del documento, no el sello por sí solo.
Por otro lado, se sostiene que el 2 de mayo de 1986 “la persona jurídica que represent[o], no tenía personería jurídica”, aspecto éste que se corrobora con el documento a visible a folio 37, en el que al parecer la secretaría de gobierno y el director operativo de control físico del Municipio de Pereira, le responden al administrador del edificio Renovamotor: “Que de conformidad con la resolución No. 129 del 24 de febrero de 1987, expedida por la Alcaldía del Municipio de Pereira, se efectuó registro de la Persona Jurídica sin ánimo de lucro denominada RENOVAMOTOR “ PROPIEDAD HORIZONTAL”.

  Ahora bien, dejando a un lado los defectos formales del documento, puesto que al pie del mismo aparece un sello de la Universidad Tecnológica de Pereira UTP, como si esta fuera la entidad que hubiera emitido la respuesta, se tiene que una gran diferencia media entre certificar que el 24 de febrero de 1987 se efectuó el registro de la persona jurídica, cual es a lo que se refiere el citado documento, a que el edificio existiera como tal desde esa calenda, lo cual no es lo que prima, en el mundo de los hechos, puesto que éste existe por sí solo, y con mucha antelación a su reconocimiento de su personería jurídica, pudiendo sus cóndomines, entre tanto, organizar su reglamento, designar el administrador y demás empleados, etc.; otra cosa, es que sus administradores y las entidades públicas o privadas competentes, demoren los trámites legales de reconocimiento de personería y demás licencias de funcionamiento, puesto que de tal tardanza, no puede resultar afectados los trabajadores, con quienes ya se ha suscrito y empezado a ejecutar sus contratos de trabajo.
Adicional a ello, la Sala ha tenido la ocasión de sostener que la falta del reconocimiento de personería de la unidad o conjunto residencial, no puede ser obstáculo para que se reconozca la existencia del contrato de trabajo,  si se reunieren los elementos estructurantes del mismo. Puesto que así se utilice en formatos preimpresos, que el contrato de trabajo se celebró con una unidad o conjunto de casas, que no alcanzó el reconocimiento de personería jurídica, ello no entraña que ese defecto de orden administrativo de al traste con la aspiración del (a) actor (a) de que se reconozca la existencia del contrato de trabajo, con los directos beneficiarios del servicio, fundamentalmente los propietarios.
De tal suerte que tal excusa no puede servir de fundamento a la tacha que se ha elevado contra el referido documento. Así mismo no resulta válido, desestimarlo en virtud de una circunstancia especial que no emana directamente de las partes  que celebraron y van destinadas sus estipulaciones, apuntadas a su cumplimiento, generando para ellas, y no para terceros, derechos y obligaciones recíprocas. 
De allí que la circunstancia personal de que quien suscribió el ejemplar del contrato de trabajo, como testigo del mismo, sin que el precepto 54 A del C.P.L, , exija tal formalismo, estuviera en la imposibilidad física de firmarlo ese mismo día en que lo firmaron el trabajador y la empleadora, no puede servir tampoco, de razón suficiente para desestimar el citado instrumento, por demostrado que quede el hecho en torno a la ausencia del testigo, por esos días, de la ciudad en la que se asentó el documento.
Admitir ese argumento, sería tanto, como convenir que para esa fecha tampoco estuvieron las partes presentes en la ciudad, cuando lo cierto, es que de la tacha no se extracta dicha inferencia, puesto que no adujeron suplantación alguna de sus propias firmas. Sobre este particular, es claro a tono con las normas que disciplinan los documentos, que la autenticidad deriva de la certeza o convicción que excluye toda duda, en torno de la persona a quien se atribuye el haberlo manuscrito, firmado o elaborado, aspecto que en modo alguno se ha dudado que proviene del representante de la empleadora, además con un sello encima de la firma.
Tan no se duda, que el desconocimiento del documento nace, por cuanto, el edificio Renovamotor, fue inscrito en 1987, y el documento fue firmado en 1986, esto es, no se arguye que milite falsedad de la firma.

De manera que la certidumbre sobre el origen y la autoría del documento define la autenticidad. Al contrario, la pérdida o la inexistencia de esta certeza hace inauténtico el documento (José Fernando Ramírez Gómez, La prueba documental, teoría general, quinta edición). 
VI. 2. Con arreglo a tal análisis el contrato de trabajo celebrado entre las partes data del 2 de mayo de 1986, tal cual reza el documento visible a folio 20, lo cual se acompasa con la versión dada por la misma Toribia Ariza, Yormen Rivera Osorio, Jairo García Fernández y José Duván Londoño Castañada. Siendo de destacar que las dos primeras venían laborando desde 1974 en el mismo lugar, por lo que son referentes de primera mano en torno a ese hito inicial de la relación laboral.
Por consiguiente, la fijación del primer mojón, el 2 de mayo de 1986, por las razones expuestas, determina que no es de recibo acoger tal hito desde diciembre de 2006, coincidente con la calenda a partir de la cual se empezaron a sufragar los aportes pensionales por parte del condominio, como lo pregona en su alzada, puesto que ciertamente, el contrato de trabajo se venía ejecutando sin solución de continuidad desde mucho tiempo atrás, tal como lo refirieron los deponentes, todos los cuales fungieron en el mismo edificio en funciones diferentes, por espacio de tiempo, que en los casos de Ariza y Rivera, por ejemplo, cubrían los prestados por Oliva Valencia (ambas finiquitaron sus relaciones con el edificio en 1999 y 2002 respectivamente), y se complementaron con las deponencias brindadas por Londoño (1991 a 2000) y García (ingreso 2001 o 2002) de ahí el conocimiento de la ciencia de tales dichos, siendo entonces responsivos.

Prospera, en tal sentido el recurso de la demandante.
VI. 3. En cuanto al título pensional, es de ver que en los infolios obra su liquidación por valor de $69.091.137 con fecha límite de pago 30 de mayo de 2015 (fl. 178), por lo que requerirá su actualización a la fecha, sin embargo, él se elaboró con un salario de referencia de $408.000, vigente como mínimo en 2006; el estudio pierde de vista, que la actora laboró apenas media jornada, razón por la cual recibió como salario, el 50 por ciento del mínimo legal, tal como lo aceptan las partes, por lo que entonces, atendiendo parcialmente la inconformidad del condominio accionado, se mandará que la demandada Colpensiones, recalcule y actualice dicho título, en el término de un mes, contado a partir de la ejecutoria de este proveído
Hecho lo anterior la Administradora de Pensiones, deberá informarlo inmediatamente al representante legal de Renovamotor Propiedad Horizontal, en orden a que éste transfiera la suma correspondiente a la Administradora, dentro de los 15 días siguientes al recibo de la información.
No es de soslayar que el cálculo y recalculo actuarial se elabora en vigencia del decreto 2616 de 2013, no obstante que la deuda se contrajo con antelación al 31 de diciembre de 2006. 
Por último, no se declaran avantes las excepciones propuestas por la empleadora.
De esta manera quedan resueltos ambos recursos, anotando, finalmente, que si bien, en la demanda se afirma que la entidad de la seguridad social reconoció a la actora, la gracia pensional por medio de la resolución GNR102195 de 19 de mayo de 2013,  no es menos cierto que, que el mismo ente, por resolución GNR 224946 de 18 de junio de 2014, resolvió no incluir en nómina la prestación anterior y, dejó sin efectos la resolución mediante la cual había resuelto la solicitud de pensión de vejez a favor de Oliva Valencia (fl. 97), lo que se acompasa con la certificación emitida por dicho organismo, en el sentido de aquella no figura “percibiendo pensión por parte de esta Administradora” (fl. 99).
En conclusión se revocará parcialmente la decisión.
Sin costas en esta instancia, en vista de la prosperidad, parcial, de ambos medios impugnaticios. En primera instancia serán a cargo de Renovamotor PH, en un 50 por ciento.

En mérito de lo expuesto, el H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

Revoca parcialmente, la decisión apelada. En su lugar,
1. Declara la existencia del contrato de trabajo celebrado entre Oliva Valencia de Pulecio y Renovamotor Propiedad Horizontal, a partir del 2 de mayo de 1986 hasta el presente. 
2. Condena a la Administradora Colombiana de Pensiones, Colpensiones, en favor de Oliva Valencia de Pulecio, al reconocimiento de la Pensión de vejez, equivalente a un salario mínimo legal mensual, con derecho a percibir 14 mesadas. El disfrute y pago de mesadas, penderá de la desafiliación de Oliva Valencia al sistema pensional.
Producida la desafiliación, la Administradora Colombiana de Pensiones, incluirá en nómina a la señora Oliva Valencia de Pulecio, dentro de los quince días siguientes a la susodicha desafiliación, sino lo hiciere en ese término, reconocerá intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.
3. Condena a Renovamotor Propiedad Horizontal en pro de la Administradora Colombiana de Pensiones, Colpensiones, pagar el Título que resulte de la deuda por aportes pensionales dejados de sufragar entre el 2 de mayo de 1986 y el 30 de noviembre de 2006, para lo cual contará con 15 días, a partir del día que la Administradora Colombiana de Pensiones, le informe el valor correspondiente.
En consecuencia, dicha Administradora de Pensiones, dentro del mes siguiente a la ejecutoria de este proveído, reelaborará el cálculo actuarial que obra a folio 175 de esta actuación, en orden a que: a) se recalcule tomando como base el ingreso real de la trabajadora, esto es, el 50 por ciento del salario mínimo legal y, b) se actualice a la fecha de su reelaboración. 
Inmediatamente, a dicha reelaboración, la Administradora Colombiana de Pensiones, se la comunicará al representante legal de Renovamotor Propiedad Horizontal, para que éste transfiera la suma correspondiente, dentro de los 15 días siguientes al recibo de la comunicación.
4. No se declaran probadas las excepciones propuestas por Renovamotor Propiedad Horizontal. 

Sin Costas en este grado. Las de primera instancia serán a cargo de Renovamotor Propiedad Horizontal y a favor de Oliva Valencia de P.
Esta decisión queda notificada en estrados.
Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA         
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN      

Alonso Gaviria Ocampo

Secretario
PAGE  
15

